
JURISPRUDENCIA

114. Apelación improcedente por menor
cuantía en reclamación contra exac-

to es susceptible de apelación la sen-
tencia del Tribunal provincial en reclar
tnación que tuvo como finalidad básica
discutir la procedencia de la cuota de
49,98 pesetas por trimestre en concepto
<Ie arbitrio de inquilinato.—Auto de 7 de
diciembre de 1948.

Esta resolución está dictadla por el
Tribunal Supremo en recurso de queja
contra auto del Tribunal provincial que
denegó la admisión de la apelación in-
tentada contra providencia, declarando
el pleito de menor cuantía. Invoca el
Supremo el art. 47 del Reglamento de
procedimiento económico-administrativo.
Pueden verse, sobre esta misma cues-
tión, los núms. 23, 38 y 82.

115. Prescripción de acción contenciosa.

Prescribe a los tres meses la que co-
rresponde al gremio de vendedores de
carne contra la resolución del Ayunta-
miento que les prohibió vender en sus
•establecimientos determinadas especies
comestibles, contándose dicho plazo a
partir de la expiración del de quince días
transcurridos desde que se promovió el
trámite de reposición, sin resolución y
notificación por el Ayuntamiento.—Sen-
tencia de 19 de diciembre de 191(8.

Invoca este fallo el art. 255 del Esta-
tuto municipal, durante cuya vigencia se
entabló el recurso.

116. Incompetencia de jurisdicción.
Acuerdo municipal que no causa es-
tado.

Es incompetente la jurisdicción conten-
cioso-administrativa para conocer del
recurso contencioso-administrativo inter-
puesto por un Practicante municipal con-
tra acuerdo del Ayuntamiento que lo

destituyó del cargo sin esperar la deci-
sión del' Ministro de la Gobernación, cu-
yc plazo para resolución del recurso de
alzada interpuesto por el reclamante, al
amparo del Decreto de 13 de abril de
1934, no había expirado.—Sentencia de
20 de diciembre de 1948.

TÉRMINOS MUNICIPALES

117. Deslinde.

Para decidir cuestiones sobre deslinde
de términos jurisdiccionales entre Mu-
nicipios y señalar con precisión el te-
rritorio correspondiente a cada uno, tie-
nen valor probatorio, en primer lugar,
los documentos relativos a anteriores
deslindes, como más análogos a lo que
er> objeto del debate; después, aquellos
otros que, sin ser propiamente de des-
linde, expresan de un modo preciso que
el terreno materia del litigio 6e halla
en jurisdicción de alguno de los Muni-
nicipios contendientes ; y, por último, las
inscripciones de fincas y restantes prue-
bas, más o menos directas, que contri-
buyen a formar juicio sobre el asunto
concreto discutido.—Sentencia de 7 de
octubre de 1948.

118. Alteración.

Procede declarar firme y subsistente
la Orden del Ministerio de la Goberna-
ción que, ejecutando acuerdo del Con-
sejo de Ministros, autorizó la segrega-
ción de un barrio de un término muni-
cipal para ser incorporado a otro, ambos
de la misma provincia.—Sentencia de 27
de noviembre de 1948.

En el fallo se declaran observadas con
todo rigor las prescripciones legales per-
tinentes de la Ley municipal de 1877
—vigente a la iniciación y tramitación
del expediente— y de la de 1935 —vi-
gente a la finalización del expedí inte—.
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COMPETENCIA. POLICÍA Y SERVICIOS

139. Policía Urbana. Acuerdos de orden
programático.

Los acuerdos municipales de nuevo
orden programático en materia de Poli-
-cia Urbana, no lesionan derecho y, por
tanto, no son recurribles en vía conten-
ciosa.—Sentencia 18 febrero 1949.

Revoca el Tribunal Supremo en este
fallo el apelado del Tribunal Provincial,
pero acepta los razonamientos de éste

t demostrativos de que los Concejales que
adoptaron el acuerdo recurrido no se
hallaban incursos en ninguna clase de
incompatibilidad, según se demuestra con
certificación del Secretario acreditativa
d<* que los Concejales que asistieron, a
1=\ sesión correspondiente, continuaban
ea el ejercicio del cargo por no haber-
les afectado la ley de incompatibilidades
de 8 de abril de 1933.

120. Policía Urbana. Derribo improce-
dente.

Procede revocar el acuerdo municipal
que ordenó la demolición de una casa
de vecindad, de acuerdo con la petición
•del propietario de la finca y en contra
•de los inquilinos de la misma, una vez
probado que el edificio no se halla en
estado ruinoso y los defectos que con-
tiene en cuanto a higiene y salubridad
son subsanables sin el derribo.—Senten-
cia 18 enero 1949.

Acepta esta sentencia los consideran-
dos del Tribunal inferior relativos res-
pectivamente a la desestimación de la
excepción de incompetencia de jurisdic-
ción alegada por el Fiscal, pop entender
que se trata de una facultad discrecional
de la administración, siendo, por el con-
trario, reglada a juicio del Tribunal,
que se basa en reiterada jurisprudencia,
y~á~ la estimación de la incompetencia
respecto de los recurrentes que no ha-
bían apurado el trámite de reposición.
En la cuestión de fondo el Tribunal Su-
premo anula la sentencia del Tribunal
Provincial y declara improcedente el de-
rribo, sin perjuicio de lo que la propia
Corporación acuerde sobre aplicación de
las normas de salubridad e higiene de
viviendas.

121. Policía
procedente.

Demolición im-

Procede declarar nulo y sin ningún va-
lor ni efecto el acuerdo de la Alcaldía
que ordena la demolición de las obras
realizadas en una casa, por encontrarse
el exterior de la fachada en estado de
ruina incipiente.—Sentencia 19 febrero
1949.

Acepta este fallo los considerandos del
Tribunal provincial, basados en el estu-

. dio de las propias Ordenanzas munici-
pales y especialmente en un artículo de
las mismas, conforme al cual sería ne-
cesario que fuera inminentemente pró-
xima la ruina, para ordenar la expresa-
da demolición.

CONTRATACIÓN

122. Rescisión de contrato de obras de
abastecimiento de aguas.

Es improcedente la rescisión del con-
trato municipal de obras para el abaste-
cimiento de agua y la incautación de
fianza, acordadas por el Ayuntamiento,
nc existiendo infracción, por parte del
contratista, del pliego de condiciones.—
Sentencia 18 enero 1949.

Parte el Tribunal Supremo del princi-
pio general de Derecho de que el con-
trato es ley entre los contratantes y a la
luz del mismo examina y comprueba el
cumplimiento por el contratista del plie-
go de condiciones facultativas. Se de-
clara la incompetencia de jurisdiecón
respecto a la petición del contratista,
de que se decrete la rescisión del con-
trato con declaración de culpa del Ayun-
tamiento y consiguiente indemnización
de daños y perjuicios, por tratarse de
extremo no planteado a su tiempo en
vía gubernativa.

Véase la sentencia número 87.

123. Arriendo de matadero municipal.

Firme y consentido el acuerdo muni-
cipal de rescisión de arriendo de ma-
tadero, no tiene apoyo legal alguno la
petición de nuevo arrendamiento, ni la
indemnización de perjuicios, formuladas
por los ex-arrendatar ios.—Sentencia de
15 de marzo de 1949-

Confirma esta sentencia del Tribunal
Supremo el fallo apelado del Tribunal
provincial y fúndase, respecto a la nue-
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va concesión de arrendamiento, en que
el Ayuntamiento procede en el uso de
facultades discrecionales y, respecto a
la indemnización de perjuicios por la
rescisión del arriendo anterior, en que el
acuerdo de rescisión—fundado en in-
cumplimiento de obligaciones—quedó fir-
me y consentido por no haber sido re-
currido.

HACIENDAS LOCALES

124. Arbitrio de ¿plus valía». Base im
ponible en las sucesiones directas de
padres a hijos.

En las sucesiones directas enlre pa
dres e hijos y entre cónyuges, la base
de imposición por el arbitrio de cplus
valía» es únicamente el aumento de va-
lor experimentado por el solar y no el
advenido sobre el solar y la edificación
conjuntamente.—Sentencia 26 de enero
de 1VJ,(J.

Cita el Supremo en apoyo de su doc-
trina la ya mantenida reiteradamente a
través de las sentencias de 1ÍJ de junio
de 1934, 21 de noviembre de 1935, 26 de
noviembre de 1943, 1 de junio y 15 de
diciembre de 1944, 8 de marzo de 1945
y 23 de febrero de 194G, entre otras,
concordes en afirmar que el arbitrio de
«plus valía» se refiere a los terrenos,
sin inclusión de las construcciones le-
vantadas sobre los mismos.

325. Arbitrio sobre el producto neto
de las Compañías anónimas y coman-
ditarias por acciones. Prescripción del
derecho a cobrar.

Prescribe a los tres años el derecho
del Ayuntamiento a exigir el pago del
arbitrio sobre el producto neto de MS
Compañías anónimas y comanditarias
por acciones.—Sentencia de 15 de enero
ce 1949.

La cuestión litigiosa se refería al pa-
go del arbitrio correspondiente a los
ejercicios económicos de 1921, 1922 y
1923. El Supremo confirma la sentencia
apelada que a su vez reitera la tesis de
aplicabilidad del artículo 13 del proyec-
t j de ley de sanciones municipales de
33 de junio de 1918, cuya vigencia se
declara en el artículo 2 ° del R. D. de
1 de noviembre de 1920.

126. Arbitrio sobre el prodndtp neto
de las Compañías anónimas y coman-
ditarias. Prescripción del derecho a
cobrar.

Prescribe a los tres años la acción pa-
ra el cobro de cuotas por el concepto
de arbitrio municipal sobre el producto
neto de las Compañías anónimas y co-
manditarias no gravadas por la Con-
tribución Industrial.—Sentencia ¿i de fe-
brero de 1949.

Se confirma la doctrina del fallo an-
terior.

127. Arbitrio municipal. Inspección y
reconocimiento sanitario. Inaplicación
al pan familiar.

El arbitrio municipal de inspección y
reconocimiento sanitario de especies, no
puede aplicarse sobre el pan íami.iar.—
Sentencia de 24 de marzo de 1949.

Hay que acudir para la oportuna ca-
lificación—dice el Tribunal Supremo—a
los preceptos dictados por el Estado en
los que se fija la clase, precio y demás
condiciones del pan de familia.

PERSONAL

128. Concurso de Inspectores Munici-
pales.

Procede desestimar el recurso inter-
puesto por uno de los concursantes a
plazas de Inspectores municipales d-
impuestos, contra e¡ acuerdo del Ayun-
tamiento que resolvió el concurso en
favor de otros aspirantes que, con arre-
glo a las bases de la convocatoria, re-
unían méritos preferentes.—Sentencia
11 de enero de 1949.

Confirma esta sentencia la apelada
del Tribunal provincial e impone al ac-
tor las costas. El fundamento de fallo
estriba en que el recurrente aceptó las
bases del concurso desde el momento en
que acudió al mismo sin formular re-
clamación ni recurso contra aquellas, a
las cuales se ajustó la resolución del ex-
presado concurso.

Es también interesante consignar que
en esta sentencia se declara 'a impro-
cedencia de tratar de la excepción de
defecto legal en el modo de proponer.
!a demanda alegada por el fiscal con el
carácter de perentoria, toda vez que,
desestimada en la sentencia dictada por
e! Tribunal provincial óin que contra
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L. minina se haya nterpueato recurso
alguno por el Fiscal, tal resolución es-
ta consentida y ha adquirido el carác-
ter de firma.

129- Destitución de representante dr-
Ayuntamiento.

Puede efectuarse libremente la destitu-
ción de Agente representante de un
Ayuntamiento en Madrid, por no ser
funcionario municipal. — Sentencia de
HJ, de enero de 1940.

Se reitera la doctrina constante de
que sólo los funcionarios de plantilla
son inamovibles.

130. Haberes de Director de Bandu.

Procede desestimar la demanda de un
Director de Banda municipal reclaman-
do sueldo como Director de una Ban-
da que había sido disuelta un año an-
tes de la publicación del Reglamento .•
que el recurrente pretende acogerse y
también procede declarar la incompeten-
cia para tratar de una cuestión de exce-
cedencia no planteada en la vía guber-
nativa. Procede imposición de costas.—
Sentencia de 3 de febrero de 1949.

Se funda, en cuanto al sueldo, en que
la Banda había sido disuelta un año an-
tes de la publicación del Reglamento
a que el Director pretende acogerse, y
en cuanto a la excedencia, en que esta
cuestión no fue suscitada ni resuelta en
li vía gubernativa.

131. Cesantía de Secretario municipal.

No ha lugar a revocar el acuerdo del
Ayuntamiento por el que se declaró de-
finitivo el cese del Secretario, por haber
adquirido firmeza la dimisión que de di-
cho cargo tenía presentada con fecha an-
terior. — Sentencia de ti de f.brero
de 1949.

Entre el recurrente y el Ayuntamiento
en que prestaba sus servicios se hab.a lla-
gado a un convenio, dada la situación de
violenta incompatibilidad en que se ha-
llaban colocados, resultado del cual fue
un escrito de dimisión al que no se daría
estado oficial mientras dicho Secretario
no pretendiera reintegrarse a la Secre-
taría o encontrase otra colocación, que-
dando entretanto en situación de licen-
cia por enfermedad. Enterada la Corpo-
ración de que dicho señor había comen-
zado a ejercer las funciones de Secreta-

rio en otro Ayuntamiento, acordó dar
estado oficial a la dimisión y aceptar
ésta.

El fundamento de esta sentencia se
apoya, no en precepto legal y reglamen-
tario alguno, sino en el cumplimiento
d*' condiciones estipuladas libremente
entre ambas partes, Municipio y recu-
rrente ; doctrma que parece admitir la
hipótesis de que la situación estatutaria
y reglamentaria de los funcionario- lo-
cales pueda susituirse por una situación
contractual. Plantéase tácitamente el in-
teresante problema, no vratado en el fa-
llo, de la naturaleza de la relación que
liga al funcionario con la entidad de
derecho público en que presta sus servi-
cios.

132. Concurso de Médico Oftalmólogo.

Las bases de un concurso de Médico
Oftalmólogo constituyen la ley del mis-
mo y a ellas deben sujetarse tan'.o la
Diputación convocadora, como los parti-
culares concursantes.—Sentencia 12 fe-
brera 1949.

Confirmando la sentencia apelada del
Tribunal provincial, el Supremo deja sin
efecto el acuerdo recurrido de la Dipu-
tación por el que se nombraba Médico
Oftalmólogo a un concursante no cole-
giado, en con.ra de lo que expresamen-
te se establece en las bases del1 concur-
so, las cuales constituyen la ley del mis-
mo, según reiterada doctrina jurispru-
dencial. En consecuencia se señala el
mejor derecho del actor, propuesto en
segundo lugar en la resolución del con-
curso, a ocupar el destino objeto del
pleito.

1S'.1. Derechos pasivos de funcionario
depurado con destitución.

El empleado municipal destituido a
consecuencia de un expediente de depu-
ración, con la salvedad de los derechos
pasivos, tiene derecho a percibir éstos
desde el día mismo en que le fueron re-
conocidos sin que tenga que esperar a
cumplir la edad rglamentaria de jubila-
ción.—Sentencia 15 febrero 1949.

En esta sentencia, confirmación de la
apelada, sienta el Supremo la doctrina
de que en toda jubilación procede dife-
renciar de una parte la cesación del fun-
cionario en el servicio activo, y de otra
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los derechos de Índole económica que
en su pasividad al funcionario se le asig-
nen, para la atención de sus vitales e
inaplazables necesidades, siendo módulos
conjugados de tales derechos los años
de servicios prestados y los descuentos
reales o ideales tenidos en los sueldos
disfrutados; criterios éstos que al ser
aplicados en varias ramas de la Adminis-
tración del Estado, han otorgado a fun-
cionarios sancionados, y sin mengua de
la debida sanción, inmediato devengo de
sus derechos pasivos.

Entiende el más alto Tribunal que al
no poder ser solventada la cuestión de-
batida por el solo criterio del Regla-
mento municipal, ya que en él no se re-
gulan las situaciones de jubilación for-
zosa por sanción, habrá que acudir, a
tenor del propio Reglamento, a la legis-
lación general vigente para los funcio-
narios del Estado, siendo de aplicación
al caso el artículo 51 del Estatuto de
Clases Pasivas que taxativamente seña-
la que las pensiones de jubilación se
abonarán, si el empleado se hallase en
activo, desde el día siguiente al en que
se haya cesado por aquella causa, y, en
otro caso, desde la fecha del acuerdo de-
claratorio de dicha situación.

Se apoya la tesis del Tribunal Supre-
mo en que la convocatoria es la iey de
las oposiciones, en que el recurrente se
conformó con las bases de aquélla y en.
que no ha sido vulnerado nmgun dere-
cho anterior de dicho recurreme.

130. Nombramiento Í^C empleados )¡iu-
nicipales con vicio de nuudad.

Constituye vicio de nulidad que inva-
lida lo actuado, el nombramiento de em-
pleados municipales sin atenerse el Ayun-
tamiento a las disposiciones legales vi-
gentes.—Sentencia 26 febrero 191¡\).

Recuerda este fallo ia recta doctnna
de que la Administración, al ejercitar
sus facultades, tiene que atenerse a las
disposiciones de carácter procesal que
regulan su normal desenvolvimien.o y,
a continuación, menciona el Reglamento
de empleados municipales de 23 de agos-
to de 11)24 cuyas disposiciones resultan
infringidas en el caso presente en cuanto
a la constitución del Tribunal, a la pu-
blicación en algún periódico de la loca-
lidad del programa, etc., de donde de-
duce que existe un vicio sustancial üe
nulidad que necesariamente invalida el
acuerdo municipal recurrido.

134. Destitución de Secretario munici-
pal por el Gobernador civil.

Carece de facultades el Gobernador ci-
vil para destituir de su cargo a un Se-
cretario de Ayuntamiento.—^Sentencia 22
jebrero 1949.

La destitución tuvo lugar durante la
guerra de liberación. El Supremo la de-
ja sin efecto, revocando la sentencia del
Tribunal provincial que se había declara-
do incompetente, fundándose en que du-
rante la guerra no dejó de regir la ley
municipal de 1935.

135. Oposiciones restringidas a emplea-
dos provinciales.

No puede alegar derecho vulnerado el
opositor a plazas de empleados adminis-
trativos que concurre a oposiciones res-
tringidas, sin impugnar las bases de la
convocatoria y recurre cuando el Tribu-
nal de las mismas formula propuesta en
que aquél no figura.—Sentencia 22 fe-
brero 1949.

137. Suspensión de ejecución de acuer-
do sobre provisión de vacante.

No puede suspenderse la ejecución de
un acuerdo municipal de declaración de
vacante de la plaza de Arquitecto muni-
cipal sin audiencia de la parte' contraria.
Auto 2 marzo 1949.

Por apreciar infracción de la ley mu-
nicipal de 1935 (art. 232) y del Regla-
mento de procedimiento en materia mu-
nicipal de 23 de agosto de 1924, ordena
el Supremo que se retrotraiga el expe-
diente gubernativo al momento en que
se cometió la infracción.

138. Inamovilidad.

No existe ningún derecho de inamo-
vilidad ni excedencia al Capellán de Es-
tablecimiento de Beneficencia municipal
nombrado con carácter interino por el
Alcalde, estando en vigor la ley munici-
pal de 1877.—Sentencia 17 marzo 1949.

Se funda en que las garantías conce-
didas a los funcionarios de los Munici-
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píos alcancen exclusivamente a quienes
sirvan sus puestos en concepto de pro-
pietarios.

lüi). Concurso para la provisión de pla-
zas de funcionarios municipales.

Las bases de la convocatoria constitu-
yen la ley del concurso para la provisión
de plaza de funcionario municipal.—Sen-
tencia 17 marzo 1949.

Insiste en la doctrina jurisprudencial
reiteradamente mantenida.

RÉGIMEN JURÍDICO. PROCEDIMIENTO

140. Incompetencia de jurisdicción.

Es incompetente la jurisdicción ĉ .n
tencioso-administrativa para conocer del
recurso interpuesto por unas Maestras
municipales contra el acuerdo del Ayun-
tamiento —confirmatorio de otro ante-
rior— que denegó su petición de ser
nombradas en propiedad.—Sentencia 23
diciembre 1948.

El Tribunal provincial había estimado
el recurso de las Maestras interinas. El
Tirbunal Supremo funda la incompeten-
cia en el núm. 3.° del art. 4.° de la ley
de 1894.

141. Ejecución de sentencia.

Compete al Tribunal provincial decla-
rar si realmente el fallo dictado por el
Tribunal Supremo quedó incumplido o
no por parte de la Administración pro-
vincial, mediante el acuerdo de ejecución
de sentencia.—Auto 31 diciembre 1948.

Recuerda el Tribunal Supremo en este
fallo que su intervención en materia de
ejecución de sentencias sólo procede
cuando denunciara el Tribunal provin-
cial estar demorado el cumplimiento del
fallo, según dispone el último párrafo
del art. 86 de la ley de 1894.

142. Lesividad, no confirmada, de acuer-
do provincial.

No ha lugar a revocar, por lesiones,
el acuerdo de la Comisión provincial y
el posterior del pleno de la Diputación
que lo sancionó, por los que se aproba-
ron las bases para la reorganización de

la oficina recaudatoria de cédulas perso-
nales y se nombró funcionario encarga-
do de la misma.—Sentencia 3 enero 1949.

Se funda en que no se justifica que er
acuerdo recurrido haya vulnerado un de-
recho de la Corporación y que como
consecuencia de ello se haya determina-
do a su vez una lesión de intereses, pues
sólo se habla de unos hipotéticos per-
juicios.

143. Escrito de contestación a la de-
manda.

A petición del actor, procede declarar
decaído de su derecho a presentar escri-
to de contestación a la demanda, al de-
mandado que dejase transcurrir el plazo-
concedido para ello sin presentar dicho
escrito.—Auto 19 enero 1949.

Es aplicable a esta materia la ley de
1894 y el Reglamento dictado para su
ejecución y no el R. D. ley de 2 de abril,
de 1924 que se limitó a modificar cier-
tos artículos de la ley rituaria civil.

Beneficio de grotuidad.

Alcanza al coadyuvante la gratuidad
en los recursos contencioso-administra-
tivos regulados por el Estatuto munici-
pal.—Auto 29 enero 1949.

Es reiteradísima la jurisprudencia que
sienta esta misma doctrina .

144. Coadyuvante sin el Fiscal.

No ha lugar a resolver la apelación
interpuesta por el coadyuvante sin el.
Fiscal.—Sentencia 4 febrero 1949.

Se trata también de una doctrina sos-
tenida con reiteración.

145. Silencio administrativo. Incompe
tencia.

Es incompetente la jurisdicción con-
tencioso-administrativa para entender en
el recurso promovido por varios desta-
jistas en obras de una Diputación, dos
días antes de que expirara el plazo de
cuatro meses necesario para que se pro-
duzca la denegación por la tácita de la
petición de los recurrentes a la Corpo-
ración.—Sentencia 5 febrero 1949.

Afirma el Supremo que la impaciencia
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de los reclamantes les impel'ó, sin du-
da, a comparecer ante la jurisdicción
contenciosa, sin esperar a que se consu-
mara el plazo de cuatro meses (el escri-
to inicial del recurso se presentó la vís-
pera de finalizar el expresado término)
señalado en el art. 174 del Estatuto pro-
vincial y necesario pa-a orginar una tá-
cita repulsa.

140. Incompetencia. Acuerdo confirma-
torio de otro anterior.

Es incompetente la jurisdicción con-
tencioso-administrativa para conocer del
recurso interpuesto contra acuerdo con-
firmatorio de otro anterior no recurrido
que suprimió la denominación de Guarda
Mayor de Cementerio.—Sentencia 7 fe-
brero 1949.

Cita el Supremo en apoyo de su te-
sis el núm. 3.° del art. 4.° de la ley de
lo Contencioso en relación con el nú-
mero 1.° del art. 46 de dicha ley.

147. Recurso extraordinario de apela-
ción.

No procede el recurso extraordinario
di apelación al amparo del Decreto ley
de 8 de mayo de 1931, contra la senten-
cia del Tribunal provincial de lo Conten-
cioso que revocando resolución del Tri-
bunal Económico, reconoció a un Agen-
te Recaudador personalidad para enta-
blar reclamación contra la Hacienda.—••
Sentencia 8 febrero 1949.

Al reconocer personalidad el Recau-
dador recurrente —dice el Tribunal Su-
premo— se contraría la reiterada juris-
prudencia de este Tribunal y del Econó-
mico Administrativo Central, según la
cual, a los Agentes de la Administra-
ción no les está permitido recurrir con-
tra los acuerdos que anulen, modifiquen
o declaren improcedentes una liquidación
o responsabilidad, aunque a consecuen-
cia de lo que se resuelve tengan que
devolver o percibir en cuantía infe.ior
cantidades que hubiesen cobrado, si la
liquidación o penalidad impuesta se hu-
biese declarado procedente.

148. Incompetencia. Falta de previo
pago.

Procede estimar la excepción de in-
competencia de jurisdicción en el recur-
so promovido contra acuerdo municipal
que declaró la obligación de pago de
arbitrio municipal sobre vallado, sin pre-
vio pago de la cantidad controvertida.—
Sentencia 9 febrero 1949.

Básase esta sentencia en el art. 6.° de
la ley jurisdiccional y concordantes del
Reglamento y en que el art. 7.° del
Reglamento de procedimiento en mate-
ria municipal de 23 de agosto de 1924
había quedado sin vigor ni eficacia en
virtud de lo ordenado en el Decreto de
16 de junio de 3931, por oponerse a una
ley votada en Corves.

149. Vicio de procedimieiuto.

Adolece de vicio de procedimien.o que
anula lo actuado en vía contenciosa y
debe reponerse al trámite de notifica-
ción el expediente de imposición del
arbitrio de plus valía, cuya liquidación
no se notificó en forma legal al intere-
sado quien recurrió antes de agotarse la
vía administrativa.—Sentencia 11 febrero
1949.

Cítase el art. 218 de la ley municipal.

150. Incompetencia de jurisdicción.

Es incompetente la jurisdicción con-
tencioso-administrativa para conocer del
recurso interpuesto por un Ayuntamien-
to, sin previo pago de la cantidad con-
trovertida, contra Orden del Ministerio
de Hacienda que denegó la solicitud mu-
nicipal de que fuesen declarados exentos
del impuesto de propios, determinados
aprovechamientos forestales. — Sentencia
11 febrero 1949.

Cítase en los considerandos el artícu-
lo 6.° de la ley de 22 de junio de 1894,
relativo al previo pago cuando se inten-
te la vía contencioso-administrativa en
los asuntos sobre cobranzas de contri-
buciones y demás rentas públicas o cré-
ditos definitivamente liquidados en fa-
vor de la Hacienda.
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